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Magistrado–Ponente: CARLOS ESCARRA MALAVE

Exp. Nº: 0469

 

 

 


Adjunto a oficio Nº 00-260, de fecha 10 de mayo del 2000, el Juzgado del Municipio Los Salias de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con Sede en San Antonio de Los Altos, remitió a esta Sala el expediente contentivo de juicio que, por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, sigue la ciudadana ELVIA ZAMBRANO, titular de la cédula de identidad Nº 6.365.535, contra la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA, Núcleo San Antonio de Los Altos.

 

Remisión que hace a los fines de consultar la decisión que dictara en fecha 26 de abril del 2000, en la cual declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.
 


En fecha 23 de mayo del 2000, se dio cuenta en Sala y, por auto de la misma fecha, se designó Ponente al Magistrado CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ, a los fines de decidir la consulta planteada.

 

La Sala para decidir, observa:

I

ANTECEDENTES

 


En fecha 7 de febrero del 2000, la ciudadana ELVIA ZAMBRANO, titular de cédula de identidad Nº 6.365.535, solicitó ante el Juzgado del Municipio Los Salias de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en San Antonio de Los Altos, la calificación del despido de que fue objeto en fecha 1º de febrero del 2000, por parte de la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA, Núcleo San Antonio de Los Altos.

 


Por auto de fecha 15 de febrero del 2000, el Juzgado admitió la solicitud de calificación de despido y ordenó el emplazamiento de la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA, en la persona de su representante legal.

 


Mediante escrito de fecha 29 de febrero del 2000, los abogados Augusto Zambrano y Servio Orlando Fernández, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nos. 17.517 y 11.238, respectivamente, actuando como apoderados judiciales de la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA, Institución Privada de Educación Superior, con sede en la ciudad de Maracay, Estado Aragua, autorizada para su funcionamiento mediante Decreto Presidencial Nº 1.134 de fecha 16 de junio de 1986, publicado en Gaceta Oficial Nº 33.492 de la misma fecha, consignaron escrito de contestación a la solicitud de calificación de despido.

 


En fecha 8 de marzo del 2000, la solicitante de la calificación de despido, ELVIA ZAMBRANO, asistida por la abogado Mirian Guerrero Oropeza, inscrita en el Inpreabogado bajo el Nº 59.752 y, los abogados Augusto Zambrano y Servio Orlando Fernández, actuando como apoderados judiciales de la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA, consignaron los correspondientes escritos de promoción de pruebas, las cuales fueron admitidas, salvo su apreciación en la definitiva, mediante auto de fecha 10 de marzo del 2000.

 


Luego de la tramitación respectiva, en decisión de fecha 26 de abril del 2000, el Juzgado del Municipio los Salias de la Circunscripción Judicial del  Estado Miranda, a cargo de la Juez Provisoria María Gabriela Sosa Ghinaglia, declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública, por considerar que el competente para conocer de la presente solicitud es el Ministerio del Trabajo, a través de las Inspectorías del Trabajo, y en consecuencia, ordenó la consulta a que se refiere el artículo 62 del Código de Procedimiento Civil.

 

II

ANALISIS DE LA SITUACIÓN

 

El Tribunal a quo fundamentó su decisión de fecha 26 de abril del 2000, en las consideraciones siguientes:

 

“... se ha percatado este Juzgado, de un gran número de expedientes en materia de Estabilidad Laboral , en contra de la Universidad Bicentenaria de Aragua y las cuales ascienden a la cantidad de 24, en consecuencia y de conformidad con lo establecido en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Orgánica del Trabajo que establece que en los casos de marras es competencia del Ministro del ramo, entendiéndose al Ministerio del Trabajo a través de sus Inspectorías del Trabajo y en acato del Principio del Despacho Saneador acogido en reiteradas decisiones de la Sala de Casación Civil, de la otrora Corte Suprema de Justicia, éste Juzgado del Municipio Autónomo Los Salias declara su falta de jurisdicción respecto de la administración pública...(Omissis)”

 

Al respecto considera la Sala necesario destacar que, la competencia para conocer de calificación del despido de los trabajadores se encuentra atribuida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, de manera general, a los Tribunales de Estabilidad Laboral y, de manera especial, sólo en determinados casos, a las Inspectorías del Trabajo, tal como lo disponen los artículos 96, 384, 449, 453, 454 y 458 ejusdem.
 

 

De la revisión de las actas que conforman el presente expediente se constata que no alegó la trabajadora solicitante de la calificación del despido que se encontrara su situación dentro de alguno de los supuestos anteriormente señalados, es decir, no alegó que gozaba de inamovilidad por fuero sindical, situación de gravidez, por estar pendiente una negociación colectiva, por la existencia o tramitación de un pliego conflictivo y, menos aún, haber sido objeto de despido masivo, conforme al artículo 34 de la Ley Orgánica del Trabajo, circunstancia ésta que el Juzgado del Municipio Los Salias del Estado Miranda suplió de las partes en proceso, siendo que la denuncia, advertencia o tramitación de un posible despido masivo, deviene en una manifestación del ejercicio de una típica actividad de la autoridad administrativa con competencia en lo laboral, como lo son las Inspectorías del Trabajo, quienes deberán actuar bien de oficio o a instancia de los trabajadores o de sus organizaciones sindicales, cuando éstos estimen que han sido objeto de un despido masivo.

 

Determinado como ha sido que la actora no invocó en su petición ninguna causal especial de inamovilidad, la Sala acoge el criterio jurisprudencial en el cual, en casos similares al de autos, se determinan las competencias de los Tribunales Laborales, en los términos siguientes:

 


(...) “Diferente es la situación después de la vigencia de la actual Ley Orgánica del Trabajo (01-05-91). En efecto, en primer término, su artículo 5 consagra la integridad y exclusividad de la jurisdicción laboral para conocer de toda disputa de derecho sobre las normas de dicha Ley, o de los contratos de trabajo, salvo las que la misma Ley atribuye a los procedimientos de conciliación y arbitraje, lo cual ratifica en su artículo 655. Y en segundo término, de manera expresa, por excepción, excluye de la jurisdicción laboral, por ejemplo, el conocimiento de los recursos que puedan ejercerse contra las decisiones del Ministro del ramo, específicamente, en los casos de negativa de registro e inscripción de organizaciones sindicales; o en los casos de oposiciones a convocatorias para negociaciones de negociaciones colectivas (vid, artículos 425, 465 y 519). Mientras que, en tercer término en los casos de otras decisiones de autoridades del trabajo, como las dictadas en los procedimientos de calificación de despido, o de solicitudes de reenganche, por motivos de las inamovilidades que la misma ley contempla (art. 465), en lo que se refiere a los recursos que pueden intentarse en su contra, la misma Ley por el contrario se limita a establecer, que dichos recursos se deberán ejercer por ante los tribunales, sin precisar, como si lo hace en los casos antes señalados, que se trata de los tribunales contenciosos-administrativos. Tribunales aquellos, que por lo expuesto, no pueden ser otros que los órganos judiciales del trabajo señalados en los artículos 5 y 655, antes mencionados” (negrillas de la Sala)

 


En cuanto a las competencias de los Tribunales del Trabajo señaló el mismo fallo:

 


(...) “De esta forma, a partir del 01-05-91, los Juzgados del Trabajo adquieren el carácter de tribunales especiales de lo contencioso administrativo en materia laboral, cuando conocen de estas demandas de nulidad, con excepción de los casos contemplados en los artículos 425, 465 y 519, todos de la Ley Orgánica señalada”. (ver sentencia de esta misma Sala de fecha 9 de abril de 1992).

 


La Sala ratifica una vez más el criterio jurisprudencial antes citado y, en tal virtud, considera que el caso bajo estudio no se encuentra enmarcado dentro de ninguna de las excepciones en las cuales los Juzgados del Trabajo no tienen jurisdicción para conocer de la causa, como son los supuestos contemplados en los artículos 384, 449, 453 y 458 de la Ley Orgánica del Trabajo. Esta afirmación se fundamenta en que la accionante no alegó estar amparada por ninguna situación especial de inamovilidad.

 


Ahora bien, de la lectura de la solicitud de calificación de despido que inicia este procedimiento se observa que la trabajadora invocó el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual textualmente dispone:

 

“Cuando el patrono despida a uno (1) o más trabajadores deberá participarlo al Juez de Estabilidad Laboral de su jurisdicción, indicando las causas que justifiquen el despido dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, y de no hacerlo se le tendrá por confeso en el reconocimiento de que el despido lo hizo sin justa causa. Así mismo, el trabajador podrá ocurrir ante el Juez cuando no estuviere de acuerdo con la procedencia de la causa alegada para despedirlo, a fin de que éste la califique y ordene su reenganche y pago de salarios caídos, si el despido no se fundamentó en una justa causa de conformidad con esta Ley. Si el trabajador dejare transcurrir el lapso de cinco (5) días hábiles sin solicitar la calificación del despido, perderá el derecho al reenganche, pero no así los demás que le correspondan en su condición de trabajador, los cuales podrá demandar ante el Tribunal del Trabajo de su jurisdicción...”(Omissis) (Subrayado de la Sala).

 

Consecuente con todo lo anteriormente expuesto, la Sala considera que en casos como el de autos, son los Juzgados de Estabilidad Laboral los que tienen jurisdicción para conocer de la solicitud de calificación de despido, ya que tales casos no corresponden a la Inspectoría del Trabajo, como erróneamente afirma el Juzgado del Municipio Los Salias en la decisión consultada.

 

En consecuencia, el Juzgado del Municipio Los Salias de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, tiene jurisdicción para conocer y decidir la presente causa. Así se declara.

 

III

DECISION

 


Por las razones antes expuestas, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia, en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara que el Poder Judicial SI TIENE JURISDICCION para conocer y decidir la calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, intentada por la ciudadana ELVIA ZAMBRANO, contra la UNIVERSIDAD BICENTENARIA DE ARAGUA. 

 

En consecuencia, se revoca la decisión dictada en fecha 26 de abril del 2000, por el Juzgado del Municipio Los Salias de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, a cuya sede se ordena devolver el expediente para que continue el procedimiento.

 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Cúmplase lo ordenado.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia a los quince días del mes de junio de dos mil (2000). Años 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente- Ponente,

 

 

 

CARLOS ESCARRÁ MALAVÉ

 

El Vicepresidente,
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LEVIS IGNACIO ZERPA

 Magistrado

 

La Secretaria
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